
Toluca de Lerdo, Estado de México, 22 de marzo de 2019.

DIPUTADA GUADALUPE MARIANA URIBE BERNAL

PRESIDENTA DE LA DIRECTIVA DE LA 

H “LX” LEGISLATURA DEL ESTADO LIBRE

Y SOBERANO DE MEXICO

P R E S E N T E
Diputado Gerardo Ulloa Pérez, integrante del Grupo Parlamentario de morena, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 51, fracción II; 57, 61, fracción I, y demás relativos aplicables de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 28, fracción I; 38 fracción II; 79 y 81 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo; así como 68 del Reglamento del Poder Legislativo, ambos del Estado Libre y Soberano de México, someto a consideración de esta Honorable Asamblea, Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman el artículo 338 y la fracción I del párrafo primero del artículo 351 del Código Penal del Estado de México, conforme a la siguiente: 

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

Los sistemas de seguridad social en América Latina se enfrentan a una realidad social que dista mucho de aquella para la que fueron diseñados. 
México no es la excepción, nuestros organismos públicos responsables de hacer efectivo este derecho, funcionan con graves dificultades financieras que en el corto plazo comprometen seriamente la calidad y el alcance de los servicios prestados. 
La continuidad y buen éxito de nuestros sistemas de seguridad social depende, sin lugar a dudas, de una reforma integral a sus estructuras y funcionamiento, no sólo porque la salud financiera hace viables a las instituciones públicas, sino fundamentalmente y sobre todo, porque en esa viabilidad financiera se centra la posibilidad real de otorgar a los usuarios, derechohabientes, a sus hijos e hijas, madres y padres, el acceso a la salud; y permite, llegado el momento de jubilarse, disfrutar de una vejez tranquila y con dignidad.

El Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios (ISSEMyM) inició operaciones el 1 de septiembre de 1969, con el objeto de brindar a los derechohabientes las prestaciones que establece la Ley de Seguridad Social para los Servidores Públicos del Estado de México y Municipios, a fin de preservar su salud, garantizar el ingreso económico en la etapa de retiro del servidor público, apoyar la economía familiar, fortalecer la integración familiar y su bienestar social, y que su financiamiento está integrado por aportaciones de seguridad social.

Sabemos que las aportaciones de seguridad social son los pagos o contribuciones establecidas en la ley a favor de entes públicos determinados, que tienen como objetivo, financiar su funcionamiento; siendo el caso que parte de este financiamiento es aportado por los trabajadores a través de la retención que se realiza sobre su sueldo, incluso antes que éstos reciban la retribución por el trabajo realizado, el descuento ya fue ejecutado, de acuerdo a lo establecido por el artículos 32 de la citada Ley de Seguridad Social, el cual establece lo siguiente:

Artículo 32.- Las cuotas obligatorias que deberán cubrir los servidores públicos al Instituto, serán las siguientes:
I. El 4.625% del sueldo sujeto a cotización, para cubrir las prestaciones de servicios de salud; 
II. II. El 7.50% del sueldo sujeto a cotización, para cubrir el financiamiento de pensiones, de la siguiente manera: 
a. 6.10% para el fondo del sistema solidario de reparto. 
b. 1.40% para el sistema de capitalización individual. 
III. 
Las que determine anualmente el Consejo Directivo para otras prestaciones, señaladas en el Título IV.
Como el propio artículo señala, el trabajador siempre cumple de manera puntual y oportuna con su obligación y sabe que parte de este recurso, servirá para su retiro, una vez que su vida laboral haya concluido; quedando la obligación a las instituciones públicas de enterar al ISSEMyM el importe total de las cuotas retenidas, tal y como lo dispone el artículo 35 del citado ordenamiento legal, que a le letra dice:

Artículo 35.- Las instituciones públicas deberán enterar al instituto el importe de las cuotas retenidas quincenalmente a los servidores públicos, así como el de las aportaciones que les correspondan, dentro de los cinco días siguientes al de la fecha en que efectúen la retención. 
En el mismo plazo, deberán enterar el importe de los descuentos que por créditos u otros conceptos que ordene el propio Instituto, en cumplimiento de lo dispuesto por esta ley. 
El entero de cuotas y aportaciones que los ayuntamientos convengan a través de descuento de las participaciones federales que les correspondan, se realizará de forma mensual.
Cuotas que, en la mayoría de los casos, las instituciones públicas han omitido enterar al ISSEMyM, por tanto, no han dado cumplimiento con esta obligación, aún y cuando las retenciones ya fueron previamente realizadas, lo que ha generado al ISSEMyM una seria crisis financiera.
Esta omisión no es reciente. Desde los noventas, ya daba señales de tener un grave problema financiero, derivado de las retenciones que aún y cuando ya se había realizado a los servidores públicos, éstas no se reflejaban en las finanzas del ISSEMyM, lo que en consecuencia ha generado un desfalco, según cifras del propio Instituto, superiores a 1,000 millones de pesos, atentando contra los servidores públicos y usuarios al no contar con los recursos financieros necesarios para solventar los requerimientos materiales y humanos tanto de la institución como de los beneficiaros de las prestaciones, los que se ven limitados en el servicio al que como servidores públicos que cumplen con su obligación, tienen derecho.
Según consta en el informe de la cuenta pública de 2017 del Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México (OSFEM), el ISSEMyM dentro del apartado correspondiente a “documentos por cobrar a largo plazo” a autoridades estatales, municipales y organismos autónomos, asciende a la cantidad de $1´318,718,057.68  lo que denota una grave crisis y el desfalco del que sigue siendo objeto, aunado a la responsabilidad en la que incurren quienes a sabiendas que tienen la obligación de enterar cuotas y aportaciones de seguridad social de los servidores públicos al ISSEMyM, no lo hacen.
Cifras por demás alarmantes. Por citar algunos ejemplos que nos permitan visualizar los adeudos que los entes públicos tienen con el ISSEMyM y que al final terminan por deteriorar el objeto para el cual fue creado, y que son reflejados como “Documentos por cobrar a Largo Plazo”, es decir, sabemos que existe un déficit, pero no sabemos cuándo se pagará ni tampoco tenemos algún responsable por la omisión de cumplir con esta obligación.

Para pronta referencia, he de señalar:
· Cuautitlan Izcalli

$307´589,788.58

· Huixquilucan


$208´766,599.45
· Ecatepec


$79’581,235.59 

· Nicolás Romero

$68´613,027.04
· Chalco


$56’506,842.04 

Aquí sólo hablamos de Ayuntamientos, sin embargo, en el estado de resultados de la cuenta pública de 2017, se reflejan como deudores por este concepto, además del gobierno estatal o municipios a órganos autónomos, organismos de agua y DIFs municipales, entre otros.

Recientemente, la Universidad Autónoma del Estado de México reconoció que registra un adeudo con el ISSEMyM, por este concepto, por una cantidad aproximada de 1,200 millones, cifra que se actualiza de manera mensual, incluyendo multas y recargos por un monto de 915 millones 710 mil 264 pesos, lo que representa un adeudo total de  2 mil 299 millones, 95 mil 605 pesos. 
;
Aún y cuando la máxima casa de estudios de nuestra entidad reconoce dichos adeudos y busca una solución para poder liquidar los mismos, las personas responsables de estos desvíos siguen impunes.

Como se puede observar y bajo una lógica jurídica, no sólo han incurrido en responsabilidad directa quienes realizan las retenciones y no las enteran al ISSEMyM, también quienes coadyuvan en su consumación.
Dentro de nuestro sistema jurídico, los servidores públicos son sujetos de diversas responsabilidades de naturaleza política, penal, administrativa y civil; por la gravedad del tema que nos ocupa, se propone tipificar el que no se enteren las cuotas o aportaciones al ISSEMyM dentro del plazo legal establecido, o disponer de las mismas en beneficio de los servidores públicos o de una tercera persona.
El Código Penal del Estado de México, dentro del Título Sexto, define en su artículo 328 como servidor público:

Artículo 328. Para los efectos de este Título, es servidor público toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión en alguno de los poderes del Estado, órganos constitucionales autónomos, en los municipios y organismos auxiliares, así como los titulares o quienes hagan sus veces en empresas de participación estatal o municipal, sociedades o asociaciones asimiladas a éstas y en los fideicomisos públicos.
Por lo que toca a los demás trabajadores del sector auxiliar, su calidad de servidores públicos estará determinada por los ordenamientos legales respectivos. 

Las disposiciones contenidas en el presente Título, son aplicables al Titular del Poder Ejecutivo Estatal, a los Diputados Locales, a los Jueces y Magistrados de los Tribunales de Justicia del Estado de México. 

Por lo que, quienes en razón de su empleo, cargo o comisión retienen las cuotas o las aportaciones de seguridad social, en los poderes del Estado, órganos constitucionales autónomos, en los municipios y organismos auxiliares, así como en empresas de participación estatal o municipal, sociedades o asociaciones asimiladas a éstas y en los fideicomisos públicos, son servidores públicos que tiene la obligación de enterar dichas cuotas y aportaciones al ISSEMyM dentro del plazo legal establecido.
En este sentido, se propone la creación de dos tipos penales:

a. Comete el delito de abuso de autoridad el servidor público que, sin causa justificada, retenga las cuotas o las aportaciones de seguridad social de los servidores públicos, y no las entere al Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios, dentro de los 10 días siguientes al de la fecha en que efectúe la retención.

b. Comete el delito de peculado el servidor público que disponga para su beneficio o el de una tercera persona física o jurídica colectiva, con o sin ánimo de lucro, de las cuotas o las aportaciones de seguridad social.

Lo anterior, es así, en el primer supuesto, ante la indolencia de los servidores públicos que desatienden la obligación de enterar al ISSEMYM el importe de las cuotas retenidas quincenalmente a los servidores públicos, así como el de las aportaciones que les correspondan, dentro de los cinco días siguientes al de la fecha en que efectúen la retención, de conformidad con lo establecido en el artículo 35 de la Ley de Seguridad Social para los Servidores Públicos del Estado de México y Municipios 

En el segundo caso, con la finalidad evitar que se continúe con el detrimento económico y material del que sigue siendo objeto el ISSEMYM.

De esta forma, Morena ratifica su compromiso de dar un combate frontal a la corrupción, buscando siempre el bienestar del pueblo.
Por lo anteriormente expuesto, una vez justificada la naturaleza de esta iniciativa, someto a la consideración de esta H. Legislatura el presente Proyecto de Decreto, esperando sea aprobado en sus términos.
ATENTAMENTE

GERARDO ULLOA PÉREZ

DIPUTADO PRESENTANTE

PROYECTO DE DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO. - Se reforman los artículos 388 y la fracción I del primer párrafo del artículo 351 del Código Penal del Estado de México, para quedar como sigue:

Artículo 338. Comete el delito de abuso de autoridad con contenido patrimonial, el servidor público que: 

I. Utilice su empleo, cargo o comisión para obtener la entrega de fondos, valores o cualquiera otra cosa que no le haya sido confiada, para aprovecharse o disponer de ella en su favor o de un tercero.
II. Sin causa justificada, retenga las cuotas o las aportaciones de seguridad social de los servidores públicos, por razón de su empleo, cargo o comisión, y no las entere al Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios, dentro de los diez días posteriores a la realización de la retención.

...

I. a II. …

Artículo 351. Comete el delito de peculado: 

I. El servidor público que disponga para su beneficio o el de una tercera persona física o jurídica colectiva, con o sin ánimo de lucro, de dinero, rentas, cuotas o las aportaciones de seguridad social, fondos, valores, fincas o sus rendimientos que tenga confiados en razón de su cargo, pertenecientes al Estado, municipios, organismos auxiliares, empresas de participación municipal mayoritaria, fideicomisos públicos o particulares, los hubiere recibido en administración, depósito, posesión o por otra causa. 

II. a IV. …

…  

I. a III. … 

…
TRANSITORIOS:

PRIMERO. - Publíquese el presente Decreto en el periódico oficial “Gaceta del Gobierno” del Estado Libre y Soberano de México.

SEGUNDO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el periódico oficial “Gaceta del Gobierno” del Estado Libre y Soberano de México.

Lo tendrá entendido el Gobernador del Estado de México, haciendo que se publique y se cumpla.

Dado en el Palacio del Poder Legislativo, en la ciudad de Toluca de Lerdo, capital del Estado de México, a los ______ días del mes de _____________ de dos mil diecinueve.
� Informe de Resultados del Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México 2017.


� Entrevista Realizada al Rector Dr. Alfredo Barrera Baca, el 24 de enero de 2019


� Adicionado mediante el decreto número 207 de la “LVII” Legislatura, publicado en la Gaceta del Gobierno el 30 de mayo del 2017.





